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Saltillo, Coahuila, a quince (15) de febrero de dos mil 

veinticuatro (2024).  

 

La Tercera Sala en Materias Fiscal y Administrativa del 

Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, en 

los términos previstos por los artículos 87 y 89 de la Ley del 

Procedimiento Contencioso Administrativo de Coahuila; 11 y 13 

fracción XV de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza, así como con sustento 

en aplicación por analogía, debido a similitudes normativas 

constitucionales en la Tesis Jurisprudencial I.4o.A. J/461  

pronuncia y emite la siguiente: 

 
1 “TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 
CUENTA CON LAS MÁS AMPLIAS FACULTADES CONSTITUCIONALES 
PARA EMITIR SUS FALLOS, NO OBSTANTE LO QUE SEÑALEN LAS 
LEYES SECUNDARIAS, YA SEA QUE ACTÚE COMO TRIBUNAL DE 
MERA ANULACIÓN O DE PLENA JURISDICCIÓN. De la interpretación 
literal y teleológica del artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución 
Federal se colige que los tribunales de lo contencioso administrativo están 
dotados de plena autonomía para dictar sus fallos y tienen a su cargo dirimir 
cualquier controversia que se suscite entre la administración pública federal 
y los particulares, sin restringir, delimitar o acotar tal facultad. Es así que el 
alcance y contenido irrestricto de las facultades se extiende a las reglas 
competenciales concretas de su ley orgánica en razón del principio de 
supremacía constitucional, ya sea que actúen como órganos jurisdiccionales 
de mera anulación o de plena jurisdicción. Efectivamente, la competencia de 
dichos tribunales, entre ellos el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, debe ser entendida en la forma más amplia y genérica para 
no desproteger sino privilegiar la garantía de acceso a la justicia consagrada 
en el artículo 17 constitucional, de manera que se haga efectivo el derecho 
fundamental a la impartición de justicia de forma pronta, completa e 
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S E N T E N C I A   D E F I N I T I V A 

 

Que SOBRESEE el juicio contencioso administrativo 

promovido por ******** y ******** reclamando la NEGATIVA 

FICTA sobre sus escritos presentados en fecha quince (15) de 

octubre de dos mil veintiuno (2021) sobre la devolución de las 

aportaciones cotizadas ante el Instituto de Pensiones para los 

Trabajadores al Servicio del Estado durante el tiempo que se 

encontraron laborando para el Poder Judicial del Estado de 

Coahuila de Zaragoza; esto al haberse acreditado causa de 

sobreseimiento por haber cesado los efectos del acto impugnado 

al haberse satisfecho la pretensión de los accionantes y en 

consecuencia ha quedado sin materia el juicio de nulidad; lo 

anterior por los motivos razones y fundamentos siguientes: 

 

GLOSARIO 

 

Actores o 

promoventes: 

 

******** y ******** 

Acto(s) o resolución 

impugnada(s) (o), 

recurrida: 

La nulidad de la negativa ficta recaída a su escrito 

de fecha quince (15) de octubre de dos mil 

veintiuno (2021). 

 

Autoridades 

Demandadas: 

Instituto de Pensiones para los Trabajadores al 
Servicio del Estado en Coahuila 

Constitución: Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

Ley Orgánica: Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza 

 

 
imparcial, sin que sea óbice lo que las normas secundarias puedan señalar, 
pues son derrotadas por el mandato constitucional.” Época: Novena Época  
Registro: 174161. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de 
Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XXIV, septiembre de 2006. Materia(s): Administrativa. Tesis: 
I.4o.A. J/46. Página: 1383  
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Ley del 

Procedimiento o 

ley de la materia: 

Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo 

de Coahuila de Zaragoza 

 

 

Ley de Pensiones: Ley de Pensiones y Otros Beneficios Sociales para 

los Trabajadores al Servicio del Estado de 

Coahuila de Zaragoza 

 

Código Procesal 

Civil: 

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila 

de Zaragoza. 

 

Alto Tribunal o 

SCJN: 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

 

 

Tercera Sala/Sala: Tercera Sala en materia Fiscal y Administrativa del 

Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza 

 

Tribunal: 

 

Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza 

 

 

I. ANTECEDENTES RELEVANTES: 

De la narración de hechos que realizaron las partes en sus 

respectivos escritos, así como de las constancias que obran en 

autos, se advierte lo siguiente: 

 

1. PRESENTACIÓN DE DEMANDA ANTE EL TRIBUNAL DE 

CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DE COAHUILA DE 

ZARAGOZA. En fecha tres (03) de febrero de dos mil 

veintidós (2022) los demandantes interponen su demanda ante 

el Tribunal de Conciliación y Arbitraje de Coahuila de Zaragoza, 

reclamando la devolución de sus aportaciones que cotizaron 

durante el tiempo que sostuvieron una relación laboral con el 

Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

 

2. INCOMPETENCIA DEL TRIBUNAL DE CONCLIACIÓN Y 

ARBITRAJE DE COAHUILA DE ZARAGOZA. Mediante 

acuerdo de fecha veintinueve (29) de marzo de dos mil 

veintidós (2022) el Órgano Jurisdiccional en materia laboral, 



 

 

 

determina que es incompetente para resolver lo pedido por los 

demandantes, debido a que no se está en presencia de un 

conflicto entre trabajador y patrón, sino que la relación que 

persiste entre ambos es administrativo y no laboral, ordenando 

remitir los autos a este Tribunal de Justicia Administrativa de 

Coahuila de Zaragoza. [Visible en fojas 018 y 019 de autos] 

 

3. ACEPTACIÓN DE COMPETENCIA DECLINADA. 

PRESENTACIÓN DE DEMANDA Y TURNO. En fecha ocho (08) 

de abril de dos mil veintidós (2022) se recibe en la Oficialía de 

Partes de este Tribunal, el oficio TCAPJ no. 573/2022, mediante 

el cual la Magistrada Presidente del Tribunal de Conciliación y 

Arbitraje de Coahuila de Zaragoza, remite los autos del 

expediente de su índice número 137/2022. 

 

Recibida la demanda, la Oficial de Partes del Tribunal determinó 

la integración del expediente identificado con la clave 

alfanumérica FA/068/2022, y su turno a esta Tercera Sala.  

 

Acto seguido, mediante auto de fecha veintiuno (21) de abril de 

dos mil veintidós (2022), esta Tercera Sala acepta la 

competencia declinada y se avoca al conocimiento del asunto de 

mérito, previendo a los demandantes para que subsanen la 

demanda conforme al artículo 46 de la Ley del Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila de 

Zaragoza.  

 

4. ADMISIÓN. En auto de fecha veintitrés (23) de mayo de dos 

mil veintidós (2020) se admite la demanda, emplazándose a 

las autoridades demandadas con el traslado del escrito de 

demanda y documentos anexos de conformidad con el artículo 

52 de la Ley de la Materia. 

 

5. CONTESTACIÓN DE DEMANDA. ADMINISTRACIÓN 

FISCAL GENERAL DE COAHUILA DE ZARAGOZA. Mediante 
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auto de fecha veintisiete (27) de junio del dos mil veinte (2020) 

se tiene contestando a la autoridad demandada, dándole vista a 

los demandantes del escrito para que presentaran 

manifestaciones al respecto, sin que remitieran documento 

alguno en contra de la contestación de la autoridad 

administrativa.  

 

6. CONTESTACIÓN DE DEMANDA. INSTITUTO DE 

PENSIONES PARA LOS TRABAJADORES DEL ESTADO DE 

COAHUILA DE ZARAGOZA. En auto de fecha veintidós (22) de 

agosto de dos mil veintidós (2022) se tiene contestando a la 

autoridad demandada, corriendo traslado del escrito y anexos a 

los demandantes para que ampliaran su demanda, sin que 

ampliaran la demanda o presentaran manifestaciones de su 

intención.  

 

7. AUDIENCIA DE DESAHOGO DE PRUEBAS. El dieciséis 

(16) de mayo de dos mil veintitrés (2023) a las once horas con 

diez minutos (11:10), tuvo verificativo la audiencia para desahogo 

probatorio.  

 

8. CIERRE DE INSTRUCCIÓN SIN ALEGATOS Mediante 

acuerdo de fecha veintiséis (26) de junio del dos mil 

veintitrés (2023), se certifica y hace constar que ninguna de 

las partes presentaron alegatos de su intención y se declara 

cerrada la etapa de instrucción, de acuerdo a lo ordenado 

en el artículo 82 último párrafo de la Ley del Procedimiento 

y se citó a oír sentencia, que es la que ahora se pronuncia. 

 

9. PAGO DE LAS APORTACIONES RECLAMADAS. Mediante 

auto de fecha catorce (14) de septiembre de dos mil veintitrés 

(2023) se hace constar la presentación por parte de la autoridad 

demandada de las constancias relativas a los cheques número 



 

 

 

0007260 y 0007259 que corresponden a la entrega y pago de las 

aportaciones reclamadas por los demandantes en el juicio de 

nulidad. [Visible en fojas 153 a 157 de autos] 

 

II. C O N S I D E R A C I O N E S: 

 

PRIMERA. COMPETENCIA Y JURISDICCIÓN. Esta Tercera 

Sala en Materias Fiscal y Administrativa del Tribunal de Justicia 

Administrativa de Coahuila de Zaragoza, es constitucional y 

legalmente competente para conocer y resolver el presente juicio 

contencioso administrativo, de conformidad con lo dispuesto en 

los artículos 116, fracción V de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, 168-A de la Constitución Política del 

Estado de Coahuila de Zaragoza; 3° fracción VI2, 11, 12 y 13 

fracción XV de la Ley Orgánica 85, 87 fracción V y 89, de la Ley 

del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de 

Coahuila de Zaragoza. 

 

SEGUNDA. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA y 

SOBRESEIMIENTO. Por ser las causales de improcedencia y 

sobreseimiento de orden público y de estudio preferente, ya sea 

que se hagan valer por alguna de las partes o de oficio, de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 79 y 80 de la Ley 

del Procedimiento Contencioso y del contenido de la tesis de 

jurisprudencia número 1ª./J. 3/99, emitida por la Primera Sala de 

la SCJN, publicada a fojas 13, Tomo IX, relativo al mes de enero 

del año mil novecientos noventa y nueve, del Apéndice al 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta y publicada 

bajo registro digital número: 194697, cuyo rubro es: 

 
2 “Artículo 3. El Tribunal conocerá de los juicios o recursos que se 
promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y 
procedimientos que se indican a continuación: (…); VI. Las que se dicten en 
materia de pensiones, sea con cargo al erario estatal o al Instituto de 
Pensiones para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila de 
Zaragoza, la Dirección de Pensiones para los Trabajadores de la Educación 
o los organismos públicos descentralizados para la administración de las 
pensiones de los servidores públicos municipales o a la Dirección de 
Pensiones para los Trabajadores de la Educación; 
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“IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS 

CAUSALES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE 

AMPARO”3, aplicable por analogía al caso que nos ocupa, se 

procede al estudio de las referidas causales de improcedencia y 

sobreseimiento.  

 

Resulta aplicable a lo anterior la tesis número IV.2o.A.201 A. 

de la Novena Época sustentada por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación con número 

de registro digital 172017, que a la letra cita: 

 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. EL ANÁLISIS DE LAS CAUSAS RELATIVAS 
ES DE ORDEN PÚBLICO Y, POR LO TANTO, SI EN EL 
RECURSO DE REVISIÓN EL JUZGADOR ADVIERTE LA 
ACTUALIZACIÓN DE ALGUNA, CUYO ESTUDIO ES 
PREFERENTE A LAS EXAMINADAS POR EL A QUO O A LAS 

 
3 “IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS CAUSALES 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO. De 
conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73 de la Ley de 
Amparo las causales de improcedencia deben ser examinadas de oficio 
y debe abordarse en cualquier instancia en que el juicio se encuentre; 
de tal manera que si en la revisión se advierte que existen otras causas 
de estudio preferente a la invocada por el Juez para sobreseer, habrán 
de analizarse, sin atender razonamiento alguno expresado por el 
recurrente. Esto es así porque si bien el artículo 73 prevé diversas causas 
de improcedencia y todas ellas conducen a decretar el sobreseimiento 
en el juicio, sin analizar el fondo del asunto, de entre ellas existen 
algunas cuyo orden de importancia amerita que se estudien de forma 
preferente. Una de estas causas es la inobservancia al principio de 
definitividad que rige en el juicio de garantías, porque si, efectivamente, no 
se atendió a ese principio, la acción en sí misma es improcedente, pues se 
entiende que no es éste el momento de ejercitarla; y la actualización de este 
motivo conduce al sobreseimiento total en el juicio. Así, si el Juez de Distrito 
para sobreseer atendió a la causal propuesta por las responsables en el 
sentido de que se consintió la ley reclamada y, por su parte, consideró de 
oficio que respecto de los restantes actos había dejado de existir su objeto o 
materia; pero en revisión se advierte que existe otra de estudio preferente 
(inobservancia al principio de definitividad) que daría lugar al sobreseimiento 
total en el juicio y que, por ello, resultarían inatendibles los agravios que se 
hubieren hecho valer, lo procedente es invocar tal motivo de sobreseimiento 
y con base en él confirmar la sentencia, aun cuando por diversos motivos, al 
sustentado por el referido Juez de Distrito.” Época: Novena Época. Registro: 
194697. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IX, enero de 1999 
Materia(s): Común. Tesis: 1a./J. 3/99. Página: 13  

 
 



 

 

 

HECHAS VALER POR LAS PARTES, DEBE PRONUNCIARSE 
DE OFICIO AL RESPECTO SIN ESTUDIAR LOS AGRAVIOS 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Las causas de 
improcedencia del juicio contencioso administrativo tienen el 
carácter de presupuestos procesales que deben ser atendidos 
previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las 
acciones sólo puede llevarse a efecto si aquél se ha tramitado 
conforme a los lineamientos establecidos en la ley, pues de no ser 
así, el juzgador estaría impedido para resolver sobre la 
controversia propuesta, ya que al impartir justicia en términos del 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tiene el deber de ajustarse a los mecanismos jurídicos 
establecidos por el legislador para el ejercicio de la función 
jurisdiccional. Por ello, la improcedencia del juicio contencioso 
es una cuestión de orden público que debe estudiarse aun de 
oficio, sin que se permita a los particulares o al Juez su 
variación, pues no está sujeto a la voluntad de éstos, en tanto 
las normas de derecho procesal son obligatorias para todos 
los sujetos del proceso. Además, la preservación de los juicios 
no tiene una jerarquía superior a la seguridad jurídica, porque no 
es dable legalmente mantener uno que es improcedente en 
detrimento de una justicia pronta, completa e imparcial. Luego, el 
juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las 
partes en el proceso, siempre debe asegurarse de que el juicio 
sea procedente, en cualquier momento de la contienda, y 
hasta el dictado de la sentencia definitiva, incluso en la 
segunda instancia. Dicho estudio oficioso se encuentra contenido 
implícitamente en el artículo 48 de la Ley de Justicia Administrativa 
del Estado, al prever el desechamiento de demandas notoriamente 
improcedentes, cuando las partes o terceros ni siquiera han podido 
proponer la improcedencia del juicio, por lo que con mayor razón el 
ad quem tiene esa posibilidad después de haberse sustanciado el 
procedimiento en primera instancia; lo cual también se advierte del 
artículo 57, fracción II, de la mencionada ley, que dispone que el 
sobreseimiento procede cuando aparezca o sobrevenga alguna 
causa de improcedencia de las establecidas en el artículo 56 del 
mismo ordenamiento. En esa tesitura, si se promueve el recurso 
de revisión previsto en el artículo 89 de la aludida ley contra la 
sentencia que decretó el sobreseimiento en el juicio, y el tribunal 
de alzada advierte un motivo de improcedencia que es de 
análisis preferente al examinado oficiosamente por el a quo o 
al hecho valer por alguna de las partes, no debe abordar el estudio 
del agravio propuesto para desestimar la causa de improcedencia, 
ya que de hacerlo implicaría una innecesaria dilación en la 
resolución del asunto, en detrimento de la garantía de prontitud en 
la administración de justicia, pues podría darse el caso de un 
acucioso análisis para desestimarla y abocarse entonces al estudio 
de la diversa causa advertida de oficio, siendo que será ésta la que, 
al final de cuentas, rija el sentido de la decisión”. Época: Novena 
Época. Registro: 172017. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Julio de 2007. Materia(s): 
Administrativa. Tesis: IV.2o.A.201 A. Página: 2515.  

 

En este caso, este Órgano Jurisdiccional de oficio advierte 

causal de improcedencia y sobreseimiento del juicio contencioso 
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administrativo en virtud de que se han satisfecho las 

pretensiones de los demandantes como lo es el pago de sus 

aportaciones reclamadas mediante escrito presentado a la 

autoridad demandada en fecha quince (15) de octubre de dos mil 

veintiuno (2021), por lo tanto han cesado los efectos de la acción 

contenciosa, de conformidad con los artículos 79 fracción VIII y 

80 fracción II de la Ley del Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en 

consecuencia, la litis planteada por las partes mediante sus 

acciones y defensas y/o excepciones, han sido modificadas por 

un acto posterior como lo es “EL PAGO  POR CONCEPTO DE 

DEVOLUCIÓN DE APORTACIONES” en fecha veintidós (22) 

de junio de dos mil veintidós (2022). 

 
“Artículo 79.- El juicio contencioso administrativo es improcedente: 
[…] 
VIII. Cuando hubieren cesado los efectos de los actos o 
resoluciones impugnados, o no pudieren producirse por haber 
desaparecido el objeto del mismo; 
 
Artículo 80.- Procede el sobreseimiento del juicio contencioso 
administrativo: […] 
IV. Cuando la autoridad demandada haya satisfecho la pretensión 
del demandante o revocado el acto que se impugna; 
[…]” 

 

Del escrito de demanda, es dable señalar que los 

demandantes reclamaron como acto impugnado la nulidad de la 

negativa ficta por la omisión del Instituto de Pensiones de los 

Trabajadores al Servicio del Estado de acordar la autorización de 

la devolución de sus aportaciones, lo que señalaron de la manera 

siguiente: 

“a) El o los actos administrativos que se impugnan en esta 
acción contenciosa administrativa son: 
La nulidad de la negativa ficta que se hace consistir en la omisión 
por parte del Instituto de Pensiones para los Trabajadores del 
Estado de Coahuila de Zaragoza, (nulidad de la negativa ficta) 
en emitir el acuerdo correspondiente o acto administrativo de 
autorización de devolución de las aportaciones o cuotas que 
cotizamos ante ese instituto hasta el pasado 01 de octubre de 
2021, como trabajadores del Poder Judicial del Estado de 
Coahuila, con número de empleados 38183 y 27128, 



 

 

 

respectivamente, y en consecuencia, la negativa ficta por 
omisión de autorizar la devolución de dichas aportaciones o 
cuotas antes mencionadas, lo anterior pese a que mediante 
solicitudes o peticiones por escrito se le requirió la entrega de las 
aportaciones o cuotas, escritos que fueron recibidos por el Instituto 
el 15 de octubre de 2015 y que se acompañaron a la demanda 
inicial que hoy se nos pide adecuar a la materia administrativa.” 
[Visible en fojas 032 y 033 de autos] 

 

En este contexto, se puede advertir que con el pago de la 

devolución de las aportaciones a los demandantes el veintidós 

(22) de junio de dos mil veintidós (2022), mediante el cual se 

cumple la pretensión de los accionantes, es evidente que la 

situación jurídica ha variado, es decir, la acción contenciosa 

inicial ha sido modificada por un acto posterior entre las partes 

como lo fue el LA AUTORIZACIÓN DE LA DEVOLUCIÓN DE 

SUS APROTACIONES MEDIANTE EL PAGO RESPECTIVO A 

CADA UNO DE LOS INCONFORMES. Lo anterior se puede 

corroborar a través de las siguientes ilustraciones: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

[SE OMITE IMAGEN] 
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[SE OMITE IMAGEN] 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

[SE OMITE IMAGEN] 

[SE OMITE IMAGEN] 
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Como puede observarse de las anteriores ilustraciones, se 

puede advertir que los demandantes en fecha veintidós (22) de 

junio de dos mil veintidós (2022) les fueron devueltas sus 

aportaciones en lo que respecta a ******** por la cantidad de 

******** EN MONEDA NACIONAL ($********) y por otra lado a 

******** de igual modo le fue devuelta la cantidad de ******** EN 

MONEDA NACIONAL ($********). 

 

En ambos casos los accionantes firmaron de conformidad la 

entrega del numerario respectivo a cada uno de ellos, sin que 

tampoco en esta vía contenciosa vía ampliación de demanda, 

señalaran su inconformidad con las cantidades entregadas, ya 

que, desde la contestación de demanda, la autoridad en materia 

de pensiones les señaló que las cantidades a las que tenían 

derecho eran las que materialmente se les entregaron y no las 

que señalaban en su escrito de demanda, por lo que en 

consecuencia, han sido satisfechas las pretensiones de los 

accionantes.  

 

En este sentido, no cabe duda de que el acto jurídico 

inicialmente impugnado ha variado con el cumplimiento de la 

pretensión requerida como lo era la autorización de la devolución 

de sus aportaciones en fecha veintidós (22) de junio de dos mil 

veintidós (2022), por lo que en consecuencia, han cesado los 

efectos del acto impugnado sobre la negativa de la autoridad de 

devolver las aportaciones reclamadas.  

 

Con base en lo anterior, resulta un obstáculo para este 

Órgano Jurisdiccional emitir una sentencia de fondo sobre el 

asunto de mérito, por no poder producirse los efectos de los actos 

impugnados, por un acto posterior, que viene a modificar la 

acción contenciosa administrativa y sobre la cual ya no existe 

controversia alguna.  



 

 

 

 

Es decir, que la autoridad demandada mediante un acto 

posterior cumplió las pretensiones de los accionantes mediante 

el pago respectivo de sus aportaciones.  

 

Resulta aplicable por analogía las tesis número VI.2o.A.17 K 

y I.3o.C.92 K, emitidas por el Segundo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Sexto Circuito y por el Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito que este órgano 

jurisdiccional comparte, las cuáles han sido publicadas en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyos rubro y 

texto son del tenor literal siguiente: 

 
“AMPARO INDIRECTO. DEBE SOBRESEERSE EN EL JUICIO 
RELATIVO CUANDO EL ACTO RECLAMADO ES SUSTITUIDO 
POR OTRO DURANTE EL TRÁMITE DEL MISMO. Cuando en la 
demanda de garantías se precisa como acto reclamado la 
resolución dictada por la autoridad responsable en un 
procedimiento administrativo y durante el trámite del juicio de 
amparo tal resolución es sustituida por otra dictada en el 
mismo procedimiento, debe estimarse que el acto reclamado 
cesó en sus efectos y, que es esta nueva resolución la que 
podría causar perjuicio al quejoso; por lo que, por tal 
circunstancia sobreviene la causal de improcedencia prevista en el 
artículo 73, fracción XVI de la Ley de Amparo, lo que conduce a 
decretar el sobreseimiento en el juicio de garantías con 
fundamento en el artículo 74, fracción III del mismo ordenamiento 
legal.” Registro digital: 177083 Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito Novena Época Materias(s): Común Tesis: VI.2o.A.17 K 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XXII, Octubre de 2005, página 2296 Tipo: Aislada [Énfasis propio] 

 

“CESACIÓN DE EFECTOS EN EL JUICIO DE AMPARO. 
HIPÓTESIS DE LA FRACCIÓN XVI DEL ARTÍCULO 73 DE LA 
LEY DE AMPARO. De la interpretación que se realiza de la 
fracción XVI del artículo 73 de la ley de la materia, se tiene que 
existen dos hipótesis de cesación de efectos a saber: a) por 
revocación y b) por sustitución. El primer supuesto se actualiza 
cuando los efectos del acto reclamado desaparecen o se destruyen 
en forma inmediata, total, incondicional y material, con lo que el 
gobernado es restituido en el pleno goce de sus garantías, sin dejar 
huella en su esfera jurídica ni patrimonial. El segundo supuesto se 
actualiza por sobrevenir un nuevo acto de autoridad que incide en 
la vigencia y ejecutividad del reclamado, mismo que se encontraba 
en suspenso y cuya firmeza se da por el ulterior acto por el cual fue 
sustituido, que es la materia del amparo; verbigracia, la sentencia 
que decide un recurso da firmeza y sustituye el auto o resolución 
impugnado en la vía ordinaria, por lo que para efectos del juicio de 
garantías respecto de este último el amparo resulta improcedente.” 
Registro digital: 165870 Instancia: Tribunales Colegiados de 
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Circuito Novena Época Materias(s): Común Tesis: I.3o.C.92 K 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XXX, Diciembre de 2009, página 1491 Tipo: Aislada 

 

En consecuencia, el acto inicialmente impugnado ya no les 

causa un perjuicio a los demandantes, porque ya no pueden 

producirse los efectos del acto reclamado, por lo tanto, al no 

existir controversia sobre el cumplimiento de la obligación de 

devolver las cantidades aportadas, la situación jurídica cambió, 

porque en este sentido, ya no puede existir un demandado dado 

que no existe inconformidad este cumplimiento, ni el interesado 

ha ejercitado nueva acción contenciosa en contra de la parte que 

devolvió las cantidades reclamadas. 

 

Resultando aplicable por analogía la tesis jurisprudencial 

número I.7o.P. J/3 de la Novena Época, sustentada por el 

Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación, que a la 

letra cita: 

 
“CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA. CONSTITUYE CAUSA 
NOTORIA, MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO, QUE DA LUGAR A SOBRESEER 
FUERA DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. No se priva de 
defensa a la quejosa cuando se sobresee fuera de la audiencia 
constitucional, si tal determinación se sustenta en una causal 
notoria, manifiesta e indudable de improcedencia del juicio de 
amparo, como lo es el cambio de situación jurídica, cuando se 
reclama la orden de aprehensión y durante la sustanciación del 
juicio se dicta auto de formal prisión en contra de la impetrante de 
garantías, pues de la copia certificada de la última resolución se 
advierte en forma clara que su libertad se constriñe ahora por un 
acto diverso al reclamado, lo que imposibilita el examen 
constitucional del mandamiento de captura sin afectar la nueva 
situación derivada del auto de formal enjuiciamiento; de modo que 
las violaciones cometidas en el primero deben considerarse 
consumadas de modo irreparable. Consecuentemente, constituye 
un caso específico de causa notoria, manifiesta e indudable de 
improcedencia, que hace posible sobreseer sin necesidad de 
esperar a que sea celebrada la audiencia constitucional, pues 
ningún objeto tiene continuar la tramitación del juicio y dar 
oportunidad a que se ofrezcan pruebas, si nada puede desvirtuar 
el resultado del fallo, el cual siempre será en el mismo sentido, por 
lo que únicamente se trastocaría el principio de celeridad procesal 
establecido en el artículo 17 constitucional.” Época: Novena Época. 



 

 

 

Registro: 180706. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XX, septiembre de 2004. 
Materia(s): Común. Tesis: I.7o.P. J/3, Página: 1600  

 

Entonces, es de señalarse que un presupuesto indispensable 

para todo proceso está constituido por la existencia y 

subsistencia de un litigio, como lo destaca Francesco Carnelutti 

en su concepción de jurisdicción que incluye a la Litis siendo 

ésta, “La Litis es el conflicto intersubjetivo de interés 

jurídicamente trascendente reglado o regulable por el derecho 

objetivo y caracterizado por una pretensión resistida” 4 

 

Así, cuando cesan los efectos del litigio desaparecen o se 

extinguen, por el surgimiento de una solución auto 

compositiva o porque deja de existir la pretensión o la 

resistencia, el proceso queda sin materia y, por lo tanto, 

resulta necesario sobreseer el juicio contencioso administrativo, 

perdiendo todo sentido el dictado de una sentencia de fondo que 

resuelva el litigio, si ya existe un nuevo acto que cesó los efectos 

del inicialmente impugnado.  

 

Ante esta situación, lo procedente, conforme a derecho, es 

dar por concluido el juicio o proceso, mediante el dictado de una 

sentencia de desechamiento de la demanda, siempre que tal 

situación se presente antes de la admisión de la demanda o bien 

mediante una sentencia de sobreseimiento, si la demanda ya ha 

sido admitida. 

 

Tal criterio ha sido sustentado en la tesis de jurisprudencia 

identificada con la clave 34/2002, consultable en las páginas 

trescientas cincuenta y tres a trescientas cincuenta y cuatro, de 

la Compilación 1997-2012, Jurisprudencia y tesis en materia 

 
4 CARNELUTTI, Francesco. Sistema de Derecho Procesal. Buenos Aires 

UTEHA. Argentina. 1994. Tomo I. Pág. 286. 
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electoral, Volumen uno (1), Jurisprudencia, cuyo rubro que es al 

tenor siguiente:  

 

“IMPROCEDENCIA. EL MERO HECHO DE QUEDAR SIN 
MATERIA EL PROCEDIMIENTO ACTUALIZA LA CAUSAL 
RESPECTIVA. El artículo 11, apartado 1, inciso b), de la Ley 
General del Sistema de Medios Impugnación en Materia Electoral, 
contiene implícita una causa de improcedencia de los medios de 
impugnación electorales, que se actualiza cuando uno de ellos 
queda totalmente sin materia. El artículo establece que procede el 
sobreseimiento cuando la autoridad responsable del acto o 
resolución impugnada lo modifique o revoque de tal manera que 
quede totalmente sin materia el medio de impugnación respectivo, 
antes de que se dicte resolución o sentencia. Conforme a la 
interpretación literal del precepto, la causa de improcedencia se 
compone, a primera vista, de dos elementos: a) que la autoridad 
responsable del acto o resolución impugnada lo modifique o 
revoque, y b) que tal decisión deje totalmente sin materia el juicio 
o recurso, antes de que se dicte resolución o sentencia.  Sin 
embargo, sólo el segundo elemento es determinante y definitorio, 
ya que el primero es instrumental y el otro sustancial; es decir, lo 
que produce en realidad la improcedencia radica en que quede 
totalmente sin materia el proceso, en tanto que la revocación o 
modificación es el instrumento para llegar a tal situación. 
Ciertamente, el proceso jurisdiccional contencioso tiene por objeto 
resolver una controversia mediante una sentencia que emita un 
órgano imparcial e independiente, dotado de jurisdicción, que 
resulta vinculatoria para las partes. El presupuesto indispensable 
para todo proceso jurisdiccional contencioso está constituido por la 
existencia y subsistencia de un litigio entre partes, que en la 
definición de Carnelutti es el conflicto de intereses calificado por la 
pretensión de uno de los interesados y la resistencia del otro, toda 
vez que esta oposición de intereses es lo que constituye la materia  
del proceso. Al ser así las cosas, cuando cesa, desaparece o se 
extingue el litigio, por el surgimiento de una solución 
autocompositiva o porque deja de existir la pretensión o la 
resistencia, la controversia queda sin materia, y por tanto ya no 
tiene objeto alguno continuar con el procedimiento de instrucción y 
preparación de la sentencia y el dictado mismo de ésta, ante lo cual 
procede darlo por concluido sin entrar al fondo de los intereses 
litigiosos, mediante una resolución de desechamiento, cuando esa 
situación se presenta antes de la admisión de la demanda, o de 
sobreseimiento, si ocurre después. Como se ve, la razón de ser de 
la causa de improcedencia en comento se localiza precisamente 
en que al faltar la materia del proceso se vuelve ociosa y 
completamente innecesaria su continuación. Ahora bien, aunque 
en los juicios y recursos que en materia electoral se siguen contra 
actos de las autoridades correspondientes, la forma normal y 
ordinaria de que un proceso quede sin materia consiste en la 
mencionada por el legislador, que es la revocación o modificación 
del acto impugnado, esto no implica que sea éste el único modo, 
de manera que cuando se produzca el mismo efecto de dejar 
totalmente sin materia el  proceso, como producto de un medio 



 

 

 

distinto, también se actualiza la causa de improcedencia en 
comento.” Época: Tercera época Registro: 1000788. 149. Sala 
Superior. Tercera Época. Apéndice 1917-Septiembre 2011. VIII. 
Electoral Primera Parte - Vigentes, Pág.  189 

 

En este sentido, en la tesis transcrita se precisa que la razón 

de ser de la mencionada causal de improcedencia se concreta al 

faltar la materia del proceso, lo cual vuelve ocioso y 

completamente innecesario iniciar o continuar la instrucción del 

juicio promovido. 

 

En este orden de ideas, independientemente de que se 

actualice alguna otra improcedencia, de los anteriores actos, se 

estima actualizada en la especie la causa de improcedencia y 

sobreseimiento prevista en los artículos 79 fracción VIII y 80 

fracciones II, IV y V de la Ley del Procedimiento Contencioso; 

consistente en que EL JUICIO HA QUEDADO SIN MATERIA 

por el cumplimiento de la pretensión requerida por los 

demandantes como lo era el pago de sus aportaciones.  

 

Así mismo, no pasa desapercibido que el juicio incoado es en 

contra de una resolución ficta, como lo es en su especia, la 

negativa de dar respuesta a la solicitud de devolución de 

aportaciones de fecha quince (15) de octubre de dos mil 

veintiuno (2021). 

 

Al respecto resulta necesario hacer algunas precisiones sobre 

el silencio administrativo y las ficciones legales que engloban a 

esta figura jurídica.  

 

Se considera doctrinariamente silencio administrativo en 

referencia a la falta de actividad de la autoridad a la que compete 

la resolución de un recurso administrativo o la contestación a una 

promoción o escrito presentados por el administrado. 

 

http://www.lexicon-canonicum.org/materias/derecho-administrativo-canonico/recurso-jerarquico/
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En términos generales el silencio administrativo se refiere a 

aquella intención del legislador, según la cual, dentro de la 

normativa legal le da un valor concreto a la pasividad o 

inactividad de la administración frente a la solicitud de un 

particular, haciendo presumir la existencia de una decisión 

administrativa de manera ficta o presunta, dependiendo de la 

naturaleza de lo solicitado algunas veces en sentido negativo, 

otras en sentido afirmativo y otras de manera confirmativa.  

 

La figura jurídica de la “Negativa Ficta”, constituye una 

institución jurídica iuris et de iure creada por el legislador a fin 

de impedir que las peticiones, promociones o solicitudes de los 

particulares queden sin contestación, de manera tal que 

transcurrido el plazo que la ley relativa fije para que conteste 

alguna solicitud relacionada con el ejercicio de facultades 

regladas, debe presumirse iuris et de iure que la 

administración ha resuelto de forma adversa a los intereses 

del gobernado.  

 

En ese sentido, la resolución “Negativa Ficta” constituye 

técnicamente una presunción legal iuris et de iure, es decir, el 

creador normativo acudido a una ficción jurídica para entender 

que ahí donde no existe resolución expresa, existe una 

resolución implícita de rechazo negativo a lo pedido, por 

seguridad jurídica.   

 

Ahora bien, para que la “Negativa Ficta”  se materialice, es 

menester que concurran una serie de requisitos5 que tanto la 

 
5 Lo anterior se encuentra acogido en la jurisprudencia 2a./J. 164/2006, 
visible en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo XXIV, diciembre de 2006, página 204, que establece: 
"NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE 
PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU 
CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO 
LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN).-Del artículo 46 de la ley 



 

 

 

doctrina como el Código Fiscal han establecido,  que son a  

saber:  1) La existencia de una petición de los particulares a la 

Administración Pública,  2) La ausencia de respuesta o su 

notificación por la Administración, 3) El transcurso del plazo 

previsto en la ley respectiva;  4) La presunción legalmente 

establecida de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de 

deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la negación 

presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver 

por parte de la Administración; 7) El derecho del peticionario de 

impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo 

posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su 

configuración, mientras no se notifique el dictado del acto 

expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en 

términos de ley. De esta manera en el en el artículo 37 del Código 

Fiscal6, se encuentra textualmente establecido 

 

En nuestro régimen administrativo, la “doctrina jurídica del 

silencio de la administración” ha encontrado su principal 

 
mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo 
dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la 
denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de 
presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad 
administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna 
otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta 
una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en 
el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina 
han precisado para que se materialice o configure la institución de 
mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la 
administración pública; 2) La inactividad de la administración; 3) El 
transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción 
de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso 
o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa 
ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la 
administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la 
resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento 
del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte 
el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en 
términos de ley.” 
 
6 “ARTICULO 37. Las peticiones que se formulen a las autoridades fiscales 
deberán ser resueltas en un plazo de hasta tres meses; transcurrido dicho 
plazo sin que se notifique la resolución, el interesado podrá considerar que 
la autoridad resolvió negativamente e interponer los medios de defensa en 
cualquier tiempo posterior a dicho plazo mientras no se dicte la 
resolución, o bien, esperar a que ésta se dicte.” 
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aplicación en la figura de la “Negativa Ficta” aplicable en 

general a todas las solicitudes presentadas ante las autoridades 

administrativas que no hayan sido resueltas en el plazo que para 

tal efecto establece la ley. 

 

Cuando la ley prescribe que se emita una respuesta cuando 

el interesado presenta legítimamente una petición o recurso para 

obtener una determinación, la autoridad competente debe 

proveer dentro del plazo señalado en la propia legislación 

aplicable, resaltando que no todas las peticiones son iguales o 

tienen los mismos efectos.  Lo anterior se ilustra de mejor manera 

con la tesis jurisprudencial I.1o.A. J/2 de la novena época, que 

cita:  

 
“NEGATIVA FICTA Y DERECHO DE PETICIÓN. SON 
INSTITUCIONES DIFERENTES. El derecho de petición 
consignado en el artículo 8o. constitucional consiste en que a toda 
petición formulada por escrito en forma pacífica y respetuosa 
deberá recaer una contestación también por escrito, congruente a 
lo solicitado, la cual deberá hacerse saber al peticionario en breve 
término; en cambio, la negativa ficta regulada en el artículo 37 del 
Código Fiscal de la Federación no tiene como finalidad obligar a 
las autoridades a resolver en forma expresa sino que ante la falta 
de contestación de las autoridades fiscales, por más de tres meses, 
a una petición que se les formule, se considera, por ficción de la 
ley, como una resolución negativa. En consecuencia, no puede 
establecerse, ante dos supuestos jurídicos diversos, que la 
negativa ficta implique también una violación al artículo 8o. 
constitucional, porque una excluye a la otra.” Registro digital: 
197538 Jurisprudencia Materias(s): Administrativa Novena Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo: Tomo VI, octubre de 
1997 Tesis: I.1o.A. J/2 Página:   663 

 

En la especie, el “Silencio Administrativo” es un instrumento 

jurídico existente en algunos ordenamientos legales, como el 

Código Fiscal o la Ley de Procedimiento Administrativo ambos 

de Coahuila de Zaragoza, que lo han incorporado en su 

normativa y forma parte del derecho, con el fin de facilitar una 

actividad  administrativa pronta y proteger el derecho de los 

http://www.lexicon-canonicum.org/materias/introduccion-y-parte-general/derecho-canonico/


 

 

 

gobernados ante la pasividad o el silencio de las autoridades 

administrativas.  

 

Ahora bien, de la Ley de Procedimiento Administrativo de 

Coahuila de Zaragoza, como se mencionó anteriormente 

también acogió el silencio administrativo como herramienta útil 

de dar certeza jurídica a los administrados sobre el sentido de 

sus resoluciones.  

 

Cabe precisar, que en la Ley de Procedimiento Administrativo 

de esta entidad federativa establece la “Afirmativa o Positiva 

Ficta”, que en sentido contrario de la negativa, se entiende de 

manera positiva, tal y como lo señala Jorge Fernández Ruiz: 

“Tiene por consecuencia la afirmativa ficta, o positiva, que la 

instancia o petición presentada por el particular al órgano 

administrativo sea resuelta por éste en sentido afirmativo, por 

interpretarse que la autoridad accedió a lo solicitado por el 

administrado”7. 

 

Sin embargo, no quiere decir que por el solo transcurso del 

tiempo o configurada la ficción legal se entenderá 

automáticamente concedido o reconocido algún derecho, sino 

que es necesario cumplir con ciertos requisitos. 

 

En este orden de ideas, esta ficción legal para que adquiera 

su eficacia, se necesita además del transcurso del tiempo, un 

segundo acto dirigido a la misma autoridad administrativa, como 

lo es el del requerimiento de la certificación de la afirmativa 

ficta, la cual deberá ser emitida en el plazo establecido por las 

legislaciones administrativas aplicables. 

 

No obstante, lo anterior, también resulta indispensable para 

su aplicación que la legislación aplicable al caso concreto 

 
7 Fernández Ruiz, Jorge. “Derecho Administrativo. Acto y Procedimiento” 
Editorial Porrúa, Primera edición, p. 263.  
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contemple la configuración de estas ficciones legales, y el 

procedimiento a través del cual se entenderá como configurada. 

 

En este contexto, si bien es cierto, que las ficciones legales 

fueron creadas para remediar la pasividad de las autoridades 

administrativas sobre los particulares y no dejar a éstos últimos 

en estado de indefensión; sin embargo, también lo es que no es 

posible configurar derechos subjetivos a través de figuras 

jurídicas que no se encuentran previamente establecidas en 

la ley del acto aplicable al caso concreto, es decir, no se 

pueden crear por analogía. 

 

Resultando aplicable a lo anterior las tesis aisladas número: 

XVII.2o.P.A.55 A y III.4o.A.63 A de la Décima y Novena Época, 

sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal 

y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y por el Cuarto 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, 

cuyo rubro y texto son del tenor literal siguiente: 

 
“NEGATIVA FICTA. AL NO ESTAR PREVISTA ESA FIGURA EN 
LA LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO 
DE CHIHUAHUA, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
OPOSICIÓN PROMOVIDO CONTRA LA OMISIÓN DE 
RESOLVER UNA RECLAMACIÓN EN ESA MATERIA. Del 
análisis de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de 
Chihuahua se advierte que no prevé la figura de la negativa ficta, 
sin que sea óbice a lo anterior que en su artículo 28 establezca 
que, en el caso de que el particular decida iniciar el procedimiento 
de responsabilidad patrimonial del Estado por la vía contenciosa, 
éste se sustanciará de conformidad con las reglas del juicio de 
oposición contenidas en el Código Fiscal del Estado. Lo anterior, 
porque ello no implica que pueda configurarse la negativa ficta, ya 
que el juicio de oposición que se tramite en la vía jurisdiccional 
requiere, necesariamente, de la existencia de un acto o resolución 
previa emitida por una autoridad; de ahí que no pueda crearse por 
analogía una figura procesal no establecida expresamente en la 
legislación aplicable. En consecuencia, el juicio de oposición 
promovido contra la omisión de resolver una reclamación 
presentada con fundamento en la ley citada es improcedente.” 
Registro digital: 2021178 Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: 
XVII.2o.P.A.55 A (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 



 

 

 

la Federación. Libro 72, noviembre de 2019, Tomo III, página 2435 
Tipo: Aislada 

 
“AFIRMATIVA FICTA DERIVADA DE LA FALTA DE 
RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE LICENCIA DE 
CONSTRUCCIÓN. PARA RESOLVER SI SE ACTUALIZA, DEBE 
APLICARSE LA LEY DE DESARROLLO URBANO, POR SER LA 
ESPECIAL QUE RIGE EL ACTO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE JALISCO). Cuando una norma especial regula una situación 
concreta, resulta improcedente aplicar una general o suplir con 
ésta, aun cuando se refieran a una misma figura jurídica, pues la 
primera se expidió para una materia específica, es decir, con 
carácter especial; por tanto, ésta prevalece sobre aquélla. 
Siguiendo este principio, para resolver si se actualiza la afirmativa 
ficta derivada de la falta de respuesta a una solicitud de licencia de 
construcción, con base en disposiciones de la Ley de Desarrollo 
Urbano del Estado de Jalisco y de la Ley del Procedimiento 
Administrativo del Estado de Jalisco y sus Municipios, que regulan 
dicha figura de manera distinta, en cuanto a plazos y formalidades, 
debe aplicarse el primero de tales ordenamientos, por ser la 
legislación especial que rige el acto, pues regula en forma íntegra 
el trámite de la solicitud de revisión de un proyecto de edificación 
con el fin de obtener una licencia o permiso de construcción.” 
Registro digital: 166248 Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 
III.4o.A.63 A Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Tomo XXX, octubre de 2009, página 1343 Tipo: Aislada 

 

Así también, este mismo argumento fue sustentado en la 

resolución del amparo directo 419/2019 por parte el Tribunal 

Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Octavo Circuito, 

en donde se señaló lo siguiente: 

“[…] 
Por lo cual, es requisito indispensable que la legislación que 
aplique al caso concreto establezca la existencia de la 
negativa ficta, así como la forma en que debe operar, porque 
de no estar contemplada legalmente no será posible que se 
haga valer en la vía jurisdiccional, o bien que habiéndose 
planteado ante un tribunal, éste decrete la improcedencia del 
juicio contencioso administrativo por inexistencia de tal acto, en 
virtud de que para la promoción de esa instancia se requiere 
necesariamente de la existencia de tal acto o resolución de esa 
naturaleza, previamente emitido por una autoridad; ya que no 
puede instarse un procedimiento con base en que se cree por 
analogía una figura procesal no establecida expresamente en 
la legislación aplicable. 
[…]” [Lo resaltado es propio] 

 

Esto es así, debido a que, en la Ley de Pensiones y Otros 

Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado 

de Coahuila de Zaragoza, no se encuentra previsto ningún tipo 



 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FA/068/2022 

 

 

 

 

Página 25 de 35 

 

de ficción legal que recaiga a los actos administrativos ahí 

consagrados por el simple transcurso del tiempo. 

 

Resultando aplicable por analogía, en lo conducente, la tesis 

aislada número IV.2o.C.45 K de la Novena Época, sustentada 

por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto 

Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación que 

a la letra cita: 

 
“AFIRMATIVA O NEGATIVA FICTA DE LA AUTORIDAD 
JURISDICCIONAL. NO SE CONSTITUYE POR SU SOLA 
INACTIVIDAD SI NO ESTÁ REGULADA EN LA LEY. Tratándose 
del quehacer de las autoridades jurisdiccionales, atento al principio 
de que éstas sólo pueden hacer lo que la ley les permite, si en el 
caso su inactividad no está regulada en cuanto a que produzca 
consecuencias por el solo transcurso del tiempo (afirmativa o 
negativa ficta), es evidente que aun en forma extemporánea están 
obligadas a actuar en consecuencia.” Registro digital: 172105 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época 
Materias(s): Común Tesis: IV.2o.C.45 K Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Julio de 2007, 
página 2450 Tipo: Aislada 

 

En este caso, la Ley de Pensiones y Otros Beneficios para los 

Trabajadores al Servicio del Estado, no establece ninguna ley 

como supletoria del ordenamiento, y aún en el caso que la 

contemplara por analogía no pueden ser aplicadas figuras que 

no se encuentran consagradas en la norma del acto reclamado.  

 

Lo anterior es así, debido a que las leyes especiales son de 

aplicación preferencial sobre las leyes generales en atención al 

principio “lex specialis derogat legi generali”, ley especial se 

reputa derogatoria de ley general, así como, las supletorias solo 

son subsidiarias ante insuficiencia en la especial, sin que lo 

anterior haga factible la creación o configuración de figuras 

jurídicas que no fue intención del legislador plasmar en el 

ordenamiento jurídico.  

 



 

 

 

Siendo aplicable por analogía la tesis jurisprudencial número 

I.8o.C. J/3 de la Décima Época, sustentada por el Octavo 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación, que a la letra señala 

lo siguiente: 

 
“LEYES ESPECIALES. SU DIFERENCIA CON LAS LEYES 
SUPLETORIAS. A diferencia de las leyes supletorias, que son de 
carácter subsidiario y cuya aplicación procede únicamente ante la 
insuficiencia de la ley principal, las leyes especiales, o sea, las que 
se aplican sólo a una o varias categorías de sujetos, o a hechos, 
situaciones o actividades específicas, no sólo son de carácter 
principal, puesto que su aplicación no depende de insuficiencia 
alguna en relación con otro ordenamiento, sino que resultan de 
preferente aplicación frente a las leyes generales, atento al 
conocido principio relativo a que la ley especial se reputa 
derogatoria de la general.” Registro digital: 2013909 Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil 
Tesis: I.8o.C. J/3 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación. Libro 40, Marzo de 2017, Tomo IV, página 2437 
Tipo: Jurisprudencia 

 

No obstante, al no estar contempladas estas figuras en la 

legislación aplicable al caso concreto en tema de pensiones, no 

es posible tener por configurada una ficción legal inexistente, y 

como se mencionó hace un momento, para tener por acreditada 

una negativa o afirmativa ficta, es requisito indispensable que se 

encuentre expresamente señalada en la ley, sin que 

supletoriamente se pueda aplicar por analogía, ya que resultaría 

hacer una integración de la norma jurídica sin que fuera la 

intención del legislador contemplar tal o cual figura jurídica 

atendiendo al carácter interpretativo originalista de la norma. 

 

En consecuencia, no se tiene por configurada la ficción legal 

de la negativa ficta demandada por los accionantes ni ante el 

Instituto de Pensiones para los Trabajadores al Servicio del 

Estado, por los razonamientos jurídicos expresados en la 

presente resolución.  

 

Si bien no pasa desapercibido para este Órgano 

Jurisdiccional la tesis jurisprudencial número 2a./J. 165/2006 de 
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la Segunda Sala del Alto Tribunal, en la que se establece que los 

Tribunales de Justicia Administrativa no pueden apoyarse en 

causas de improcedencia para resolver sobre la negativa ficta, 

sin embargo, en el caso de mérito, no se tiene por configurada 

la ficción legal, por lo que esta Tercera Sala no contravendría el 

criterio que a continuación se expone: 

 

“NEGATIVA FICTA. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA NO PUEDE APOYARSE EN 
CAUSAS DE IMPROCEDENCIA PARA RESOLVERLA. En virtud 
de que la litis propuesta al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa con motivo de la interposición del medio de defensa 
contra la negativa ficta a que se refiere el artículo 37 del Código 
Fiscal de la Federación, se centra en el tema de fondo relativo a la 
petición del particular y a su denegación tácita por parte de la 
autoridad, se concluye que al resolver, el mencionado Tribunal no 
puede atender a cuestiones procesales para desechar ese medio 
de defensa, sino que debe examinar los temas de fondo sobre los 
que versa la negativa ficta para declarar su validez o invalidez.” 
Registro digital: 173738 Instancia: Segunda Sala Novena Época 
Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 165/2006 Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, 
diciembre de 2006, página 202 Tipo: Jurisprudencia 

 

Lo anterior es así, debido a que la sola manifestación de que 

se pretende impugnar una negativa ficta es insuficiente para 

considerar que no se pueden hacer valer causales de 

improcedencia del juicio contencioso administrativo, ya sea las 

propuestas por las autoridades demandadas o las advertidas de 

oficio. 

 

Resultando aplicable por analogía las tesis jurisprudenciales 

número 1a./J. 104/2013, 1a./J. 10/2014, XI.1o.A.T. J/1 y VII.2o.C. 

J/23 de la Décima y Novena Época sustentadas por la Primera 

Sala del Alto Tribunal, por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito 

y por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 

Circuito, cuyo rubro y texto son del tenor literal siguiente: 

 



 

 

 

“PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA 
NECESARIAMENTE QUE LOS ARGUMENTOS PLANTEADOS 
POR LOS GOBERNADOS DEBAN RESOLVERSE CONFORME 
A SUS PRETENSIONES. Esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 107/2012 
(10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, 
página 799, con el rubro: "PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO 
DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL 
APLICABLE.", reconoció de que por virtud del texto vigente del 
artículo 1o. constitucional, modificado por el decreto de reforma 
constitucional en materia de derechos fundamentales, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, el 
ordenamiento jurídico mexicano, en su plano superior, debe 
entenderse integrado por dos fuentes medulares: a) los derechos 
fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y, b) todos aquellos derechos 
humanos establecidos en tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte. También deriva de la aludida tesis, que 
los valores, principios y derechos que materializan las normas 
provenientes de esas dos fuentes, al ser supremas del 
ordenamiento jurídico mexicano, deben permear en todo el orden 
jurídico, y obligar a todas las autoridades a su aplicación y, en 
aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. Sin 
embargo, del principio pro homine o pro persona no deriva 
necesariamente que las cuestiones planteadas por los gobernados 
deban ser resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni 
siquiera so pretexto de establecer la interpretación más amplia o 
extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese principio 
puede ser constitutivo de "derechos" alegados o dar cabida a las 
interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales 
interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho 
aplicables, ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es 
conforme a las últimas que deben ser resueltas las controversias 
correspondientes.” Registro digital: 2004748 Instancia: Primera 
Sala Décima Época Materias(s): Constitucional, Común Tesis: 
1a./J. 104/2013 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 2, página 906 
Tipo: Jurisprudencia 

 

“PRINCIPIO PRO PERSONA Y RECURSO EFECTIVO. EL 
GOBERNADO NO ESTÁ EXIMIDO DE RESPETAR LOS 
REQUISITOS DE PROCEDENCIA PREVISTOS EN LAS LEYES 
PARA INTERPONER UN MEDIO DE DEFENSA. Si bien la 
reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, de 10 de junio de 2011, implicó la modificación 
del sistema jurídico mexicano para incorporar el denominado 
principio pro persona, el cual consiste en brindar la protección más 
amplia al gobernado, así como los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos, entre ellos el derecho a un recurso 
efectivo, previsto en el artículo 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, ello no significa que en cualquier caso 
el órgano jurisdiccional deba resolver el fondo del asunto, sin que 
importe la verificación de los requisitos de procedencia previstos 
en las leyes nacionales para la interposición de cualquier medio de 
defensa, ya que las formalidades procesales son la vía que hace 



 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FA/068/2022 

 

 

 

 

Página 29 de 35 

 

posible arribar a una adecuada resolución, por lo que tales 
aspectos, por sí mismos, son insuficientes para declarar 
procedente lo improcedente.” Registro digital: 2005717 Instancia: 
Primera Sala Décima Época Materias(s): Constitucional Tesis: 
1a./J. 10/2014 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, página 487 Tipo: 
Jurisprudencia 

 
“ACCESO A LA JUSTICIA. ES UN DERECHO LIMITADO, POR 
LO QUE PARA SU EJERCICIO ES NECESARIO CUMPLIR CON 
LOS PRESUPUESTOS FORMALES Y MATERIALES DE 
ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA, ASÍ COMO DE 
OPORTUNIDAD PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA 
DE AMPARO. Todos los Jueces mexicanos deben partir de los 
principios de constitucionalidad y convencionalidad y, por 
consiguiente, en un primer momento, realizar la interpretación 
conforme a la Constitución y a los parámetros convencionales, de 
acuerdo con el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, incluso de oficio. En función de ello, y 
conforme al principio pro personae (previsto en el artículo 29 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos conocida como 
Pacto de San José de Costa Rica), que implica, inter alia, efectuar 
la interpretación más favorable para el efectivo goce y ejercicio de 
los derechos y libertades fundamentales, conforme a los artículos 
17 constitucional; 8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la citada 
convención, el derecho humano de acceso a la justicia no se 
encuentra mermado por la circunstancia de que las leyes ordinarias 
establezcan plazos para ejercerlo, porque tales disposiciones 
refieren que toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable por un Juez o tribunal 
competente; sin embargo, ese derecho es limitado, pues para que 
pueda ser ejercido es necesario cumplir con los presupuestos 
formales y materiales de admisibilidad y procedencia para ese tipo 
de acciones, lo cual, además, brinda certeza jurídica. De igual 
forma, no debe entenderse en el sentido de que puede ejercerse 
en cualquier tiempo, porque ello se traduciría en que los tribunales 
estarían imposibilitados para concluir determinado asunto por estar 
a la espera de saber si el interesado estará conforme o no con la 
determinación que pretendiera impugnarse, con la consecuencia 
de que la parte contraria a sus intereses pudiera ver menoscabado 
el derecho que obtuvo con el dictado de la resolución que fuera 
favorable, por ello la ley fija plazos para ejercer este derecho a fin 
de dotar de firmeza jurídica a sus determinaciones y lograr que 
éstas puedan ser acatadas. De ahí que si el gobernado no cumple 
con uno de los requisitos formales de admisibilidad establecidos en 
la propia Ley de Amparo, y la demanda no se presenta dentro del 
plazo establecido, o los quejosos no impugnan oportunamente las 
determinaciones tomadas por la autoridad responsable, ello no se 
traduce en una violación a su derecho de acceso a la justicia, pues 
éste debe cumplir con el requisito de procedencia atinente a la 
temporalidad, por lo que resulta necesario que se haga dentro de 
los términos previstos para ello, ya que de no ser así, los actos de 
autoridad que se impugnen y respecto de los cuales no existió 
reclamo oportuno, se entienden consentidos con todos sus efectos 
jurídicos en aras de dotar de firmeza a dichas actuaciones y a fin 



 

 

 

de que los propios órganos de gobierno puedan desarrollarse 
plenamente en el ámbito de sus respectivas competencias, sin 
estar sujetos interminablemente a la promoción de juicios de 
amparo.” Registro digital: 2004823 Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Constitucional, 
Común Tesis: XI.1o.A.T. J/1 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Libro XXVI, noviembre de 2013, Tomo 
1, página 699 Tipo: Jurisprudencia 

 
“DESECHAMIENTO O SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE 
AMPARO. NO IMPLICA DENEGACIÓN DE JUSTICIA NI 
GENERA INSEGURIDAD JURÍDICA. Cuando se desecha una 
demanda de amparo o se sobresee en el juicio, ello no implica 
denegar justicia ni genera inseguridad jurídica, ya que la obligación 
de los tribunales no es tramitar y resolver en el fondo todos los 
asuntos sometidos a su consideración en forma favorable a los 
intereses del solicitante, sino que se circunscribe a la posibilidad 
que tiene cualquier individuo de acudir ante los órganos 
jurisdiccionales, con su promoción (demanda), a la cual debe darse 
el trámite acorde a las formalidades rectoras del procedimiento 
respectivo, dentro de las cuales el legislador previó las causales de 
improcedencia y sobreseimiento. Así, cuando el juzgador o tribunal 
de amparo se funda en una de ellas para desechar o sobreseer en 
un juicio, imparte justicia, puesto que el acceso a ella no se ve 
menoscabado, sino que es efectivo, ni se deja en estado de 
indefensión al promovente, no obstante sea desfavorable, al no 
poder negar que se da respuesta a la petición de amparo, con 
independencia de que no comparta el sentido de la resolución, 
dado que de esa forma quien imparte justicia se pronuncia sobre la 
acción, diciendo así el derecho y permitiendo que impere el orden 
jurídico.” Registro digital: 174737 Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito Novena Época Materias(s): Común Tesis: VII.2o.C. J/23 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XXIV, Julio de 2006, página 921 Tipo: Jurisprudencia. 

 

Así como de manera ilustrativa las tesis número 2a. 

LXXXI/2012, III.4o.(III Región) 14 K y I.7o.A.14 K de la Décima 

Época, sustentadas por la Segunda Sala del Alto Tribunal, por el 

Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 

Tercera Región con residencia en Guadalajara, Jalisco y por el 

Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación, 

que citan lo siguiente: 

 
“DERECHO DE ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. SU 
APLICACIÓN RESPECTO DE LOS DEMÁS PRINCIPIOS QUE 
RIGEN LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL. Si bien los artículos 1o. 
y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como el diverso 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, reconocen el derecho de acceso a la 
impartición de justicia -acceso a una tutela judicial efectiva-, lo 
cierto es que tal circunstancia no tiene el alcance de soslayar 
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los presupuestos procesales necesarios para la procedencia 
de las vías jurisdiccionales que los gobernados tengan a su 
alcance, pues tal proceder equivaldría a que los Tribunales 
dejaran de aplicar los demás principios constitucionales y 
legales que rigen su función jurisdiccional, provocando con 
ello un estado de incertidumbre en los destinatarios de esa 
función, ya que se desconocería la forma de proceder de tales 
órganos, además de que se trastocarían las condiciones de 
igualdad procesal de los justiciables.” Registro digital: 2002139 
Instancia: Segunda Sala Décima Época Materias(s): Constitucional 
Tesis: 2a. LXXXI/2012 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Libro XIV, Noviembre de 2012, Tomo 2, 
página 1587 Tipo: Aislada. {Lo resaltado es propio] 

 
“DERECHOS HUMANOS. LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN 
ESA MATERIA NO PERMITE CONSIDERAR QUE LAS 
CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
SEAN INAPLICABLES Y, POR ELLO, SE LESIONE EL 
DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. Mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación fue reformado, 
además de otros, el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos con el fin de precisar, entre otras 
cuestiones, que en este País todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como 
de las garantías para su protección; que las normas relativas a los 
derechos humanos se interpretarán de conformidad con dicha 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia, 
favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más 
amplia, y que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos. Ahora bien, los artículos 17 
constitucional y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, que reconocen el derecho de las personas a 
que se les administre justicia, el acceso a ésta y a contar con un 
recurso sencillo y rápido, o efectivo, de ninguna manera pueden 
ser interpretados en el sentido de que las causales de 
improcedencia del juicio de amparo sean inaplicables, ni que el 
sobreseimiento en él, por sí, viola esos derechos. Por el contrario, 
como el derecho de acceso a la justicia está condicionado o 
limitado a los plazos y términos que fijen las leyes, es claro que en 
ellas también pueden establecerse las condiciones necesarias o 
presupuestos procesales para que los tribunales estén en 
posibilidad de entrar al fondo del asunto planteado, y decidir sobre 
la cuestión debatida. Por tanto, las causales de improcedencia 
establecidas en la Ley de Amparo tienen una existencia justificada, 
en la medida en que, atendiendo al objeto del juicio, a la 
oportunidad en que puede promoverse, o bien, a los principios que 
lo regulan, reconocen la imposibilidad de examinar el fondo del 
asunto, lo que no lesiona el derecho a la administración de justicia, 
ni el de contar con un recurso sencillo y rápido, o cualquier otro 
medio de defensa efectivo.” Registro digital: 2004217 Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): 
Constitucional, Común Tesis: III.4o.(III Región) 14 K (10a.) Fuente: 



 

 

 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXIII, 
agosto de 2013, Tomo 3, página 1641 Tipo: Aislada 

 

“SOBRESEIMIENTO EN LOS JUICIOS. NO ENTRAÑA, PER SE, 
UNA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE TUTELA JUDICIAL 
EFECTIVA, PORQUE LOS MOTIVOS DE IMPROCEDENCIA 
QUE LO ORIGINAN CONSTITUYEN, POR REGLA GENERAL, 
UN LÍMITE RAZONABLE Y PROPORCIONAL PARA SU 
EJERCICIO. El principio de tutela judicial efectiva previsto en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, no entraña un derecho ilimitado, sino que su ejercicio 
está constreñido al cumplimiento de determinados requisitos, como 
la instauración de un juicio o procedimiento por el interesado, que 
colme las exigencias legales para su procedencia, pues de lo 
contrario, si no existe el ejercicio del derecho de acción para 
plantear una específica pretensión, se obligaría a las autoridades 
jurisdiccionales a resolver conflictos de manera oficiosa o se les 
facultaría para analizar asuntos cuyas exigencias sean 
jurídicamente inviables. Así, dentro de los límites de ese principio, 
está la procedencia del medio de defensa que inste el particular, 
para lo cual, verbigracia, tratándose del juicio de amparo, debe 
verificarse que resulte procedente contra los actos reclamados, 
para poder estudiar los conceptos de violación aducidos por el 
quejoso o, de lo contrario, deberá sobreseerse, al existir una 
justificación jurídica que impide analizar los planteamientos de 
fondo. Del mismo modo, la necesidad del establecimiento de 
causas de improcedencia, como límite al ejercicio del derecho 
constitucional de acceso a la impartición de justicia, se justifica en 
virtud de la existencia de condiciones imprescindibles para el 
nacimiento, desarrollo y conclusión válida de un litigio, que doten 
de certeza, seguridad jurídica y legalidad al fallo que se emita, entre 
las cuales se encuentra la relativa a que el reclamo se formule en 
tiempo, esto es, en el plazo que el particular tiene para impugnar 
un acto determinado; límite temporal que se fija normativamente 
para dotar de certeza a las situaciones jurídicas existentes, porque 
de este modo, si no se cuestionan, la presunción de legalidad de 
que gozan los actos de autoridad se consolida y los dota de 
firmeza, por la extinción del derecho a combatirlo, que supone, a 
su vez, la aceptación de su validez por parte del sujeto en contra 
de quien se dictó. Bajo esas premisas, el sobreseimiento en los 
juicios no entraña, per se, violación al principio inicialmente 
señalado, porque los motivos de improcedencia que lo originan 
constituyen, por regla general, un límite razonable y proporcional 
para su ejercicio.” Registro digital: 2006084 Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Constitucional, 
Común Tesis: I.7o.A.14 K (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 4, Marzo de 2014, Tomo II, página 
1948 Tipo: Aislada 

 

Así mismo, con base en lo resuelto resulta indispensable citar 

la tesis jurisprudencial número 239006 de la Séptima Época, 

sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
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de la Nación, la cual ha sido publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación y que dispone lo siguiente: 

 
“SOBRESEIMIENTO. NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE 
LAS CUESTIONES DE FONDO. No causa agravio la sentencia 
que no se ocupa de los razonamientos tendientes a demostrar la 
violación de garantías individuales por los actos reclamados de las 
autoridades responsables, que constituyen el problema de fondo, 
si se decreta el sobreseimiento del juicio.” Registro digital: 239006 
Instancia: Segunda Sala Séptima Época Materias(s): Común 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 24, Tercera 
Parte, página 49 Tipo: Jurisprudencia 

 

En consecuencia, al no haberse configurado la ficción legal 

de la negativa ficta, y al haberse satisfecho las pretensiones de 

los demandantes con el pago de sus aportaciones reclamadas, 

el juicio ha quedado SIN MATERIA, con base en los argumentos 

expuestos en esta sentencia y de conformidad con los artículos 

79 fracción VIII y 80 fracciones II, IV y V de la Ley del 

Procedimiento Contencioso.  

 

Por lo expuesto y fundado, y con apoyo además en los 

artículos 87 fracción V y 89 de la Ley del Procedimiento 

Contencioso Administrativo, es de resolverse y se resuelve:  

 
 
 

 

P U N T O S    R E S O L U T I V OS 

 

PRIMERO. Se determina el SOBRESEIMIENTO del juicio 

contencioso administrativo, por los razonamientos, motivos y 

fundamentos expuestos en las consideraciones de esta 

sentencia. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

SEGUNDO. Se hace del conocimiento de las partes que de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 96, 97 y 98 de la 

Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado 

de Coahuila de Zaragoza, la presente sentencia podrá ser 



 

 

 

impugnada a través del recurso de apelación, que se resolverá 

en la forma y términos a que se refieren los artículos 5º fracción 

XIII, 8 y 10 aparatado B fracción VII de la Ley Orgánica del 

Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza y el 

criterio contenido en la jurisprudencia  de la Sala Superior del 

Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza 

citada al pie8, conforme a los cuales, la Magistrada Numeraria de 

la Sala Superior y de la  Tercera Sala en Materia Fiscal y 

 
8 P./J/I/2019 (1ra.) “IMPEDIMENTO. FRACCIÓN XIII DEL ARTÍCULO 5 DE 

LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA Y 
FUNCIONAL DEL. De conformidad con la integración del Tribunal de 
Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, prevista en el artículo 6 
de la Ley Orgánica del Tribunal, que dispone “la Sala Superior se integrará 
al menos por cinco magistrados, y funcionará en Pleno y en Salas”; y el 
artículo 11 del mismo ordenamiento establece “La Sala Superior contará, 
por lo menos, con tres Salas en materia Fiscal y Administrativa, integradas 
por un magistrado”, es decir, el Tribunal de Justicia Administrativa se 
compone de la Sala Superior únicamente, cuyo funcionamiento se realiza 
en Pleno o en Salas Unitarias, sin que ello constituya un órgano 
jurisdiccional diferente a la referida Sala Superior, es decir, el Tribunal de 
Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, como único en su orden 
y en tanto que es un órgano constitucional de naturaleza jurisdiccional no 
integrado en el Poder Judicial, este Tribunal no ejerce sus funciones en 
instancias; sino que la jurisdicción la ejerce en instancia única. En 
efecto, el recurso de apelación no constituye otra instancia, porque no 
se encuentra instituido como tal en el Título Cuarto Capítulo II de la 
Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 
Zaragoza ni tampoco en Capitulo XII Sección II de la Ley del 
Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de 
Coahuila de Zaragoza;  lo que resulta lógico pues en la apelación no se 
aportan nuevos elementos fácticos o jurídicos que determinen que la Sala 
Superior actuando en  Pleno deba enjuiciar mediante una nueva valoración 
del fondo del asunto con base en el pronunciamiento impugnado, por lo 
cual únicamente se revisa la valoración de fondo o de procedencia 
realizada en Sala Unitaria con los mismas pruebas y hechos aportados al 
juicio, de tal manera que el examen sólo se limita a los razonamientos 
jurídicos que realice la parte apelante en sus agravios, es decir, solo es un 
debate de lo resuelto en la sala de origen por lo que no constituye una 
instancia nueva u otra distinta. Por otro lado, el término “en otra instancia”  
previsto en la fracción XIII del artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal de 
Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, se refiere al supuesto 
normativo de cuando un Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa 
de Coahuila de Zaragoza  en razón de un cargo anterior que ocupó de juez 
o magistrado en un órgano jurisdiccional distinto a este, que tienen o en 
otros casos tenían competencia en materia administrativa;  además de lo 
anterior, se establece que los Magistrados se pueden excusar del 
conocimiento de los juicios, pero no se establece que se pueda excusar 
de conocer y resolver del recurso de apelación, lo que se desprende de 
la redacción e interpretación sistemática y funcional  de los artículos 42,  43 
y 98 de la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado 
de Coahuila de Zaragoza, en relación con los artículos 5 fracción XIII, 8, 10 
apartado B fracción VIII, 11, 42, 43 y 44 de la Ley Orgánica del Tribunal de 
Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.” 

 



 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FA/068/2022 

 

 

 

 

Página 35 de 35 

 

Administrativa del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila 

de Zaragoza integrara Pleno de Sala Superior para la resolución 

del recurso de apelación que en su caso se interponga contra la 

presente sentencia.  

 

En su oportunidad, devuélvanse a las partes los documentos 

atinentes, previa copia certificada que se deje en autos y 

archívese el expediente como asunto concluido. 

 

NOTIFÍQUESE CONFORME A DERECHO. Así lo resolvió la 

TERCERA SALA EN MATERIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

COAHUILA DE ZARAGOZA y firma la Magistrada MARÍA 

YOLANDA CORTÉS FLORES ante la Secretaria DANIA 

GUADALUPE LARA ARREDONDO, quien da fe.- - - - - - - - - - - -  

 
 

 
MARÍA YOLANDA CORTÉS FLORES 

Magistrada 
 
 
 

DANIA GUADALUPE LARA ARREDONDO 
Secretaria 

 
 
 
 
 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEFINITIVA NÚMERO 
012/2024 DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 
EXPEDIENTE NÚMERO FA/068/2022 RADICADO ANTE LA TERCERA 
SALA EN MATERIAS FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEL TRIBUNAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE COAHUILA DE ZARAGOZA. - - - - - - - - - 

 

 
Dania Guadalupe Lara Arredondo, Secretario de Acuerdo y Trámite de la Tercera Sala 

en Materia Fiscal y Administrativa del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de 

Zaragoza, hago constar y certifico: que en términos de lo previsto en los artículos 34 

fracción VIII, 58 y 68 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Coahuila de Zaragoza, en esta versión publica se suprime la información considerada 

como reservada o confidencial que encuadra en el ordenamiento mencionado y en 

las disposiciones aplicables. Conste.  

 


